PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTICULO 1º: Modifícase el inciso 2) del artículo 226 del Decreto-Ley 6769/58 – Ley Orgánica de las Municipalidades -, el que quedará redactado de la siguiente manera:



“Artículo 226: Constituyen recursos municipales los siguientes impuestos, tasas, derechos, licencias, contribuciones, retribuciones de servicios y rentas:



...



2.- Derecho de faenamiento e inspección veterinaria que se abonará en el municipio donde se consuman las reses y demás artículos destinados al sustento de la población, cualquiera sea su naturaleza. No podrá cobrarse más derecho a la carne o subproductos, frutas, verduras, aves y otros artículos que se introduzcan de otros partidos que los que paguen los abastecedores locales ni prohibir la introducción de los mismos.

Asimismo, no podrá cobrarse tributo alguno en concepto de controles, visaciones y/o inspecciones durante el traslado, transporte y/o distribución de productos alimenticios no perecederos envasados en origen”.

ARTICULO 2º: De forma.

FUNDAMENTOS

La presente iniciativa responde a la necesidad de dictar normas positivas que pongan fin a una situación ciertamente irregular y, si se quiere, a contrapelo de expresas normas constitucionales y de la organización institucional que hemos adoptado como Nación y como Estado Provincial.  Se trata de las virtuales aduanas interiores establecidas por distintos municipios de nuestra provincia, particularmente los de mayor densidad poblacional, a raíz de la aplicación de normas locales en base a las cuales, las autoridades municipales respectivas, obligan a quienes introducen en sus respectivas jurisdicciones productos alimenticios no perecederos ya envasados, a dar cumplimiento a recaudos formales (presentación de declaración jurada de los productos transportados) y/o sustanciales, como el pago de un tributo que se pretende retributivo del servicio de inspección bromatológica o veterinaria que desarrollarían las comunas con relación a aquellos productos. 

De hecho esta pretensión de numerosas comunas de nuestra Provincia, que también se verifica en muchos casos en municipios de otras provincias, ha generado innumerables conflictos entre aquellos y sectores productivos dedicados a la elaboración, fraccionamiento transporte y distribución de artículos envasados destinados al consumo humano. Como se sabe, tales productos son elaborados, fraccionados y envasados herméticamente en origen en cada una de las plantas industrializadoras que se encuentran habilitadas por las autoridades administrativas competentes; se trata de conservas, bebidas, jugos concentrados, gaseosas, yerbas, harinas, entre muchos otros productos que podríamos enumerar, vale decir, aquellos esencialmente no perecederos.

Dichos productos destinados al consumo humano, por sus características o por las condiciones de su envasado, poseen un prolongado lapso de aptitud y validez para ser consumidos y conservan indemnes, durante dicho lapso, idénticas condiciones y cualidades que aseguran esa aptitud al momento en que llegan a la mesa de los definitivos consumidores. Las autoridades y los funcionarios  del Ministerio de Salud y Ambiente de la Nación, en tanto autoridad de aplicación encargada del cumplimiento estricto de lo normado por el Código Alimentario Nacional, supervisan directamente las plantas de elaboración de aquellos productos, así como la calidad de las materias primas y las técnicas utilizadas en las mismas. Lo mismo ocurre en nuestra Provincia a través de diversos organismos competentes cuando se trata de productos que sólo tienen habilitación provincial. Una vez distribuidos los mismos, son puestos a la venta en bocas de expendio mayoristas o minoristas habilitadas a tal fin y, sobre aquellas, los municipios deben realizar la correspondiente inspección de seguridad e higiene del local que les da derecho al respectivo cobro de tasa por tal concepto.

Por ello,  resulta conveniente diferenciar con claridad lo que son los productos frescos y los productos perecederos en general, de lo que son los productos no perecederos: sobre aquéllos los municipios no sólo tienen la obligación de realizar la correspondiente inspección bromatológica o veterinaria cuando ingresan a sus jurisdicciones, sino que también tienen la atribución de cobrar la tasa por la realización de dichos controles. En cambio, sobre los productos no perecederos, que son controlados en la planta industrial de elaboración de acuerdo a los parámetros establecidos por el Código Alimentario Nacional, al cual nuestra Provincia ha adherido recientemente por medio de la Ley 13.230, los municipios tienen también la obligación de realizar inspecciones bromatológicas acerca de su aptitud para el consumo una vez que se encuentren puestos para la venta en las góndolas de los comercios minoristas o de los mayoristas, y por ello perciben en todos los casos la respectiva tasa denominada de seguridad e higiene. En ese mismo sentido, recientemente se dio a conocer el Decreto  2697/05, promulgado el 10 de noviembre último, por el cual se designa a los Ministerios de Asuntos Agrarios y de Salud como autoridad de aplicación de la mencionada Ley 13.230 y se implementa una red de Laboratorios Oficiales en la Provincia de Buenos Aires con el objeto de realizar los análisis de inscripción de Productos, de Fiscalización, de Investigación Epidemiológica de enfermedades Transmitidas por Alimentos y asesoramiento en los diferentes niveles de la cadena agroalimentaria.

De tal forma, las ordenanzas dictadas por algunos municipios con el objeto de imponer el cobro de una tasa que pretenden análoga o extensiva de la que se cobra por inspección veterinaria, esta vez con relación a los productos alimenticios no perecederos, resultan a todas luces irrazonables, arbitrarias y, podríamos decir, hasta inconstitucionales.

Por otra parte, tal imposición merece ser considerada muy especialmente en este momento en que la sociedad toda se encuentra librando una batalla contra la inflación y contra la suba injustificada de los precios de los productos en general, y de los productos que componen la canasta alimentaria en particular. En tal sentido, el Gobierno Nacional ha propiciado últimamente numerosas reuniones con los diversos sectores productivos, con las cadenas de comercialización de varios productos esenciales, con las grandes cadenas de super e hipermercados, y con los empresarios del sector en general, con vistas a establecer pautas acordadas para el manejo de la variable inflacionaria y eliminar, en general, todos los factores que pudieran estar distorsionando y empujando al alza a los precios.  También ha convocado para auxiliar y colaborar en esta tarea a las autoridades provinciales y a los gobiernos locales o municipales, a los cuales ha involucrado en forma muy directa en el control de los acuerdos sobre precios que se vayan alcanzando, algunos de los cuales ya se encuentra en su faz de implementación efectiva. Por ello, a todas luces resulta contradictorio que los mismos Intendentes que se encuentran trabajando en el control inflacionario impongan un nuevo costo distorsivo e injustificado en la comercialización de los productos alimenticios no perecederos. Así, por ejemplo, en algunas de las citadas Ordenanzas las comunas imponen una tasa de $0,038 por docena de huevos o de $0,065 por kilogramo de pescado o de $0,036 por litro de aceite comestible suelto y/o envasado o el 1% sobre el precio final de venta en sodas o aguas gaseosas.

Como puede comprobarse, de la lectura del párrafo anterior, dichas Ordenanzas establecen, en algunos casos, verdaderas cargas que llegan a desvirtuar y a desequilibrar la estructura de costos de algunos productos, lo que ha obligado -irremediablemente- a los productores o a los fabricantes de los mismos a modificar el precio de venta para conservar la rentabilidad y, seguramente, ha incidido en el alza de precios que tanto nos ha alarmado durante los últimos meses.

Por todo ello, la iniciativa que pongo a consideración de esta Legislatura propicia modificar el Artículo 226 de la Ley Orgánica de las Municipalidades - Decreto-Ley 6769/58- haciéndole un agregado al inciso 2 del mismo, en cuanto versa sobre el Derecho de Faenamiento e Inspección Veterinaria que perciben los municipios. Dicho agregado tiene el objeto de hacer explícito lo que está implícito en el espíritu del Decreto-Ley en cuestión, estableciendo a tal fin la imposibilidad para las comunas de cobrar tributo alguno en concepto de controles, visaciones y/o inspecciones durante el traslado, transporte y/o distribución de productos alimenticios no perecederos envasados en origen.

Por las razones expuestas, les pido a los señores Diputados tengan la amabilidad de acompañar con su voto el presente proyecto de ley.

